
Bucaramanga, 16 de septiembre de 2022 

 

Señor:   

JUEZ CONSTITUCIONAL DE TUTELA DE BUCARAMANGA - (REPARTO)  

E.S.D  

 

Referencia:  

ACCIONANTE MARCO ALIRIO JEREZ ROMERO 

ACCIONADO ASOCIACIÓN MUTUAL LA ESPERANZA DE EL TAMBO 

“ASMET SALUD EPS” 

TIPO DE ROCESO ACCIÓN DE TUTELA 

  

 

MARCO ALIRIO JEREZ ROMERO, mayor de edad y domiciliado en esta ciudad, identificado 

con C.C No 91.229.817 de Bucaramanga, actuando como agente oficioso de mi madre 

CARMEN ROSA ROMERO identificada con CC No. 28119112 presento ACCIÓN DE TUTELA 

consagrado en el artículo 23 de la constitución política contra ASOCIACIÓN MUTUAL LA 

ESPERANZA DE EL TAMBO “ASMET SALUD EPS” identificada con NIT 817.000.248-3, en 

representación legal del doctor GUSTAVO ADOLFO AGUILAR VIVAS, domiciliada en la Cl. 

37 #23-66, Bucaramanga, Santander  a fin de proteger los derechos constitucionales 

fundamentales como LA VIDA, LA SALUD, LA DIGNIDA HUMANA los cuales están siendo 

vulnerados y/u omitidos  por la empresa prestadora de salud ASMET SALUD; esto a fin de 

que se le ordene dentro de un plazo prudencial perentorio, en amparo de los derechos 

fundamentales ya expuestos con anterioridad de mi madre CARMEN ROSA ROMERO. 

 

HECHOS. 

PRIMERO: Carmen Rosa Romero es una adulta mayor de 85 años de edad afiliada a ASMET 

SALUD EPS, mi madre fue diagnosticada con incontinencia mixta, con trombolismo pulmonar, 

hipertensión pulmonar derecha, cateterismo cardiaco, insuficiencia venosa crónica, por tanto, 

requiere atención y cuidado de un tercero. 

SEGUNDO: Mi madre contaba con atención domiciliaria hasta el mes de marzo del año 2021 

por sugerencia del médico Carlos López Parra, quien no es su médico regular en las consultas 



domiciliarias y por ende no conoce su historia clínica, le fue suspendido el servicio de 

enfermería domiciliaria justificando que “la señora Carmen Rosa no cuenta con invasivos en 

su cuerpo” 

TERCERO: Por concepto y valoración del trabajador social de la EPS a la que se encuentra 

afiliada mi madre requiere de cuidador 12 horas, así mismo, siendo yo el único hijo que reside 

con ella la obligación recaería en mí, pero como consecuencia del deterioro de mi salud y edad 

no puedo brindarle a mi madre las atenciones que ella requiere habitualmente. 

CUARTO: Por ende, es de suma importancia establecer que mi madre aun teniendo 6 hijos lo 

que es considerado por la EPS como “un gran núcleo familiar que puede suplir las necesidades 

de la paciente” se encuentra en abandono por la mayoría de sus vástagos, agregando a lo 

anterior, nosotros su progenie no contamos con una condición económica, física y de salud 

para brindarle a mi madre una vida digna y en condiciones.  

QUINTO: El 18 de agosto de 2022 se presenta nuevamente una valoración del trabajador 

social por concepto psicosocial donde se evidencia, el abandono parcial de la mayoría de las 

progenies de mi madre ya que no facultan apoyo económico, ni emocional, ni constatan tiempo 

de calidad con mi madre ya que cuatro de mis consanguíneos presentan problemas de salud, 

por lo tanto, son incapaces de velar por el bienestar y cuidado de esta; es de vital importancia 

expresar que mi madre tiene una calidad de vida cuestionable ya que como vástagos y 

personas con demasiadas limitaciones, como las ya mencionadas, no le podemos brindar la 

ayuda suficiente para mejorar su salud tanto física como emocional,. 

SEXTO: Por consiguiente, La EPS se niega a gestionar el cuidador permanente argumentando 

que mi madre tiene una cantidad considerable de progenie la cual debe suplir este servicio, 

sin medir que ninguno de nosotros desarrolla la posibilidad de brindarle este servicio a mi 

progenitora por los hechos mencionados con anterioridad, lo cual, le genera un grave impacto 

emocional al ser consciente de esta situación de vulnerabilidad que presentamos con esto.  

SEPTIMO: Hasta la fecha hemos agotado todos los recursos posibles para suplir las 

necesidades de mi madre debido al despojo de la atención domiciliaria en el 2021, a pesar de 

que, nuestra situación en condiciones económicas y de salud cada día se deteriora al no contar 

con la capacidad para suplir esto.  

OCTAVO: Mi madre como bien se establece en la última valoración de la trabajadora social, 

presenta un impacto negativo en el ámbito emocional debido a toda la situación que se 

presenta, ya que, es consciente de la impotencia de nosotros como prole al no tener como 

devolverle lo que en su momento ella nos brindó.   

 

PETICION. 



Solicito de manera respetuosa que se tengan en cuenta los derechos fundamentales de mi 

madre al no contar con una decendencia en condiciones de suministrarle los recursos que 

necesita para tener una vida digna y en condiciones, lo cual la deja a ella en desventaja debido 

a su avanzada edad y condición de salud, por otro lado, que ASMET SALUD EPS suministre 

el servicio de cuidador en casa 24 HORAS del día sin asumir su costo, ya que, como se ha 

expuesto con anterioridad mis consanguíneos y yo no contamos con las condiciones 

económicas, físicas y emocionales para brindarle a mi madre el acompañamiento y el servicio 

(cuidador permanente) para mejorar su calidad de vida.  

DERECHOS FUNDAMENTALES VULNERADOS. 

Teniendo en cuenta la situación fáctica expuesta, solicito la protección del derecho 

fundamental a la vida digna, a la salud, a la integridad personal consagrado en el artículo Art. 

11 de la Constitución Política, Art 49, Art. 12 de la misma. 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO. 

Las Entidades Promotoras de Salud tienen como función organizar y garantizar la prestación 

de los servicios de salud previstos en el Plan de Beneficios, por lo tanto, a la hora de acceder 

a este servicio es de vital importancia su cumplimiento, Ahora bien, la Sentencia T-423/19 

establece los siguientes parámetros a la hora de las atenciones o cuidados especiales que 

pueda requerir un paciente en su domicilio exigen verificar que: (i) en el caso de tratarse de la 

modalidad de “enfermería” se requiere de una orden médica proferida por el profesional de la 

salud, ya que el juez constitucional no puede exceder su competencia al proponer servicios 

fuera del ámbito de su experticia; y (ii) en casos excepcionales derivados de las condiciones 

particulares del paciente, podrá hablarse de la figura del cuidador, frente a lo que la Corte ha 

concluido que se trata de un servicio que, en principio debe ser garantizado por el núcleo 

familiar del paciente, pero que, en los eventos en que este núcleo se encuentre materialmente 

imposibilitado para brindar el apoyo permanente, es obligación del Estado suplir dicha 

deficiencia y garantizar la efectividad de los derechos fundamentales del afiliado. En tales 

casos, se ha ordenado a las EPS suministrar cuidador para apoyar a las familias frente a las 

excepcionalísimas circunstancias de sus familiares, incluso sin tener orden médica, cuando la 

figura sea efectivamente requerida. 

En el mismo sentido, la Sentencia T-414 de 2016 de la Corte determinó que existen 

circunstancias excepcionalísimas en las que, a pesar de que las EPS no deben suministrar el 

servicio de cuidador en comento, se requiere en todo caso dicho servicio, y en consecuencia 

se debe determinar detalladamente si puede ser proporcionado o no. Dichas circunstancias 

son: “(i) si los específicos requerimientos del afectado sobrepasan el apoyo físico y emocional 

de sus familiares, (ii) el grave y contundente menoscabo de los derechos fundamentales del 

cuidador como consecuencia del deber de velar por el familiar enfermo, y (iii) la imposibilidad 



de brindar un entrenamiento adecuado a los parientes encargados del paciente. A modo de 

reiteración, en la Sentencia T-065 de 2018, esta Corporación reconoció la existencia de 

eventos excepcionales en los que: (i) es evidente y clara la necesidad del paciente de recibir 

cuidados especiales y (ii) el principal obligado, -la familia del paciente-, está “imposibilitado 

materialmente para otorgarlas y dicha situación termina por trasladar la carga a la sociedad y 

al Estado, quien deberá asumir solidariamente la obligación de cuidado que recae 

principalmente en la familia.  

 Ahora bien, se plantea el siguiente problema jurídico: ¿La EPS puede negarse al cumplimiento 

del servicio requerido, cuando se cumple con los requisitos establecidos para acceder al 

cuidador permanente? 

Indudablemente, aunque el Estado debe adelantar las gestiones necesarias para materializar 

la protección especial que requieren las personas de la tercera edad, sus familiares tienen un 

papel determinante en su atención. Según los artículos 251 y 252 del Código Civil, si bien la 

emancipación le da al hijo el derecho a obrar independientemente, su obligación de cuidar de 

sus padres en la ancianidad, en el estado de demencia y en todas las circunstancias de la vida 

en que necesiten sus auxilios no cesa. 

La responsabilidad en el cuidado de personas dependientes, especialmente niñas, niños, 

discapacitados, adultos mayores y enfermos, debe ser compartida entre el Estado y las 

familias y no apoyarse solamente en estas últimas.  

Por añadidura, también ha precisado la alta Corporación que, eventualmente, cuando la familia 

del paciente no esté en condiciones de brindar el apoyo de cuidador requerido, se hace 

procedente que dicha carga la asuma el estado, y entonces, para que brinde la asistencia 

requerida. “No obstante, se considera que a la luz del tratamiento que esta Corte ha otorgado 

a la atención de cuidador, resulta necesario concluir que, antes de tratarse de una obligación 

o carga que deba asumir el Estado, se trata de atenciones que son exigibles, en primer lugar, 

a los familiares de quienes las requieren. Ello, no solo en virtud de los lazos de afecto que los 

unen sino también como producto de las obligaciones que el principio de solidaridad conlleva 

e impone entre quienes guardan ese tipo de vínculos. La familia, entendida como institución 

básica de la sociedad, conlleva implícitas obligaciones y deberes especiales de protección y 

socorro reciproco entre sus miembros, los cuales no pueden pretender desconocerlos por 

motivos de conveniencia o practicidad. Es así como se ha reconocido la existencia de eventos 

excepcionales en los que (i) existe certeza sobre la necesidad del paciente de recibir cuidados 

especiales y (ii) en los que el principal obligado a otorgar las atenciones de cuidado, esto es, 

el núcleo familiar, se ve imposibilitado materialmente para otorgarlas y dicha situación termina 

por trasladar la carga de asumirlas a la sociedad y al Estado. Se subraya que para efectos de 

consolidar la “imposibilidad material” referida debe entenderse que el núcleo familiar del 

paciente que requiere el servicio: (i) no cuenta ni con la capacidad física de prestar las 

atenciones requeridas, ya sea por (a) falta de aptitud como producto de la edad o de una 



enfermedad, o (b) debe suplir otras obligaciones básicas para consigo mismo, como proveer 

los recursos económicos básicos de subsistencia; (ii) resulta imposible brindar el 

entrenamiento o capacitación adecuado a los parientes encargados del paciente; y (iii) carece 

de los recursos económicos necesarios para asumir el costo de contratar la prestación de ese 

servicio. Por ello, se ha considerado que, en los casos excepcionales en que se evidencia la 

configuración de los requisitos descritos, es posible que el juez constitucional, al no tratarse 

de un servicio en estricto sentido médico, traslade la obligación que, en principio, corresponde 

a la familia, de manera que sea el Estado quien deba asumir la prestación de dicho servicio” 

En el presente asunto, la accionada ASOCIACIÓN MUTUAL LA ESPERANZA DE EL TAMBO 

“ASMET SALUD EPS” disiente referente a la orden de cuidador, pues estima, que no se 

cumple con los presupuestos esenciales para su procedencia. No se discute en este asunto 

que mi madre  CARMEN ROSA ROMERO es una persona perteneciente a la población que 

requiere especial atención, no solo por pertenecer al grupo poblacional de la tercera edad, 

sino porque presenta diferentes patologías que hacen necesaria atención especial, en tanto, 

presenta dependencia severa ya que su movilidad se encuentra limitada en un 70%; por ello, 

su médico tratante dispuso, mediante orden médica, que debía contar con un cuidador durante 

las 12 horas del día. Sobre la responsabilidad de dicho cuidador, como fue referido en 

precedencia, el primer llamado a cumplir con la carga que ello implica es la familia del paciente; 

sin embargo, de la lectura de los hechos se expresa con suficiencia la imposibilidad de que  

sus hijos, puedan asumir dicha obligación, en tanto, como se afirma en el escrito y no fue 

desvirtuado por la trabajadora social enviada por la EPS accionada, la mayoría de su progenie 

no reside en la misma vivienda de su progenitora y todos cuenta con obligaciones personales, 

laborales y familiares que les impide asumir el cuidado en la forma en que lo requiere el actor. 

Asimismo, se indicó que la única persona que reside con el paciente soy yo, quien también 

soy una persona de edad avanzada y que, por ende, no podría asumir tal obligación. Ahora 

bien, indica la recurrente, que en virtud del principio de solidaridad que gobierna el sistema de 

seguridad social, si el accionante cuenta con recursos económicos, este debe proveerse el 

servicio de cuidador requerido, advirtiendo que se trata de una persona cotizante del sistema 

en el régimen contributivo y como tal, con capacidad económica para asumirlo; no obstante, 

basta tan solo con evidenciar lo evidenciado por el trabajador social allegados por la EPS para 

advertir que, mi madre no cuenta con pensión para solventar sus gastos básicos para su 

subsistencia, lo cual, impide considerar que cuenta con capacidad económica para sufragar 

un cuidador particular las 24 horas del día, en tanto, el bono de dinero percibido en razón de 

adulto mayor y el acompañamiento económico mío y de sus demás prole apenas si le permite 

cubrir necesidades básicas como lo son vivienda y alimentación. En ese escenario, como se 

encuentra demostrada la incapacidad de mis hermanos y yo para cuidar a mi madre CARMEN 

ROSA ROMERO y la imposibilidad de sufragar los gastos derivados del cuidador, 

circunstancias que en modo alguno fueron desestimadas por la ASMET SALUD EPS, es claro 



que estamos en presencia de uno de tales eventos excepcionales que obligan al Estado a 

concurrir al suministro de un cuidador, en los términos requeridos por el paciente. 

 

PRUEBAS 

Se pide que se tomen en cuenta los siguientes documentos como pruebas de lo antes 

expuesto en este documento: 

1. Fotocopia de cédula de ciudadanía 

2. Historia clínica de Carmen Rosa Romero 

3. Derecho de petición enviado a la EPS 

4.  Carta a la EPS 

5. Valoración de trabajo social 

 

DECLARACIÓN JURAMENTADA 

De manera voluntaria y de conformidad con lo establecido en la ley, manifiesto bajo la 

gravedad del juramento, que no he acudido ante ningún Tribunal para a instaurar Acción de 

Tutela con fundamento en los mismos hechos y normas y contra la misma autoridad 

relacionados en la presente acción. 

 

ANEXOS  

  

1. Fotocopia de cedula de ciudadanía  

2. Historia clínica de Carmen Rosa Romero   

3. Derecho de petición enviado a la EPS  

4. Carta a la EPS 

5. Valoración de trabajo social   

  

  

NOTIFICACIONES  

  

ACCIONANTE: Las recibiré en Calle 28 No 0- 46 Barrio divino niño, Bucaramanga, 

Santander, correo electrónico alirioromero81@gmail.com o cuestapalaciosk@gmail.com, 

teléfono 315 301 5306 

mailto:alirioromero81@gmail.com
mailto:cuestapalaciosk@gmail.com


ACCIONADO: A ASMETSALUD en la CALLE. 37 No. 23-66, Bucaramanga, Santander, 
correo electrónico: notificacionesjudiciales@asmetsalud.com  

  

  

  

Atentamente, 

  

  

 

 

   

Marco Alirio Jerez Romero   

CC. 91.229.817  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

mailto:notificacionesjudiciales@asmetsalud.com


 

1. Fotocopia de cédula de ciudadanía 

 

 
 

 

 

2. Historia clínica de Carmen Rosa Romero 
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